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  Presentación del manual




  El Certificado de Profesionalidad es el instrumento de acreditación, en el ámbito de la Administración laboral, de las cualificaciones profesionales del Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales adquiridas a través de procesos formativos o del proceso de reconocimiento de la experiencia laboral y de vías no formales de formación.




  El elemento mínimo acreditable es la Unidad de Competencia. La suma de las acreditaciones de las unidades de competencia conforma la acreditación de la competencia general.




  Una Unidad de Competencia se define como una agrupación de tareas productivas específica que realiza el profesional. Las diferentes unidades de competencia de un certificado de profesionalidad conforman la Competencia General, definiendo el conjunto de conocimientos y capacidades que permiten el ejercicio de una actividad profesional determinada.




  Cada Unidad de Competencia lleva asociado un Módulo Formativo, donde se describe la formación necesaria para adquirir esa Unidad de Competencia, pudiendo dividirse en Unidades Formativas.




  El presente manual desarrolla la Unidad Formativa UF2672: Aspectos jurídicos en el desarrollo de las funciones del personal de seguridad,




  perteneciente al Módulo Formativo MF0080_2: Vigilancia y protección en Seguridad Privada,




  asociado a la unidad de competencia UC0080_2: Vigilar y proteger bienes y personas evitando la comisión de delitos e infracciones,




  del Certificado de Profesionalidad Vigilancia, seguridad privada y protección de explosivos.
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1. Introducción





  En un Estado social democrático y de derecho, emana una necesidad de regular las relaciones sociales, tanto públicas como privadas, tanto individuales como colectivas, mediante la aplicación de diferentes compilaciones jurídicas aplicadas en un momento determinado, a lo que se denomina derecho positivo. Pero realmente, ¿qué es el Derecho? Si se acude a una de las definiciones de la Real Academia de la Lengua Española, como un modo introductorio, se define derecho como el conjunto de principios y normas, expresivas de una idea de justicia y de orden, que regulan las relaciones humanas en toda sociedad y cuya observancia puede ser impuesta de manera coactiva.




  Pero el derecho necesita de una jerarquía, de unas reglas de juego, para que las leyes no colisionen, no sean incompatibles con lo que quieren regular, para que no estén fuera del orden de costumbres, de usos sociales, de necesidades sociales. Por ello, se hacen necesarias unas legítimas fuentes de derecho, que, tal y como menciona Pizzorusso (1984), solo serán “aquellas que introducen reglas que son eficaces con carácter erga omnes, a pesar de que no sean necesariamente aplicables a todos los sujetos, negándose dicha condición a aquellos hechos jurídicos que producen reglas de eficacia inter pares”.




  En este capítulo, se analizará el Derecho Constitucional, como fuente de derecho, como la ley de leyes del Estado español, de la que emana el resto de leyes, forma de organización y principios elementales del Estado. También se tratará cómo esta transfiere parte de la soberanía del Estado, de donde emanan las leyes y la justicia entre otras cuestiones, depositándose en los tratados internacionales. Y, por último, en un orden más específico, se entrará a abordar y definir las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en España, y a analizar los conceptos del derecho administrativo especial, más concretamente el Código de la Seguridad privada, que es el conjunto de normas jurídicas administrativas que regulan la actividad de la seguridad privada en España.




  
2. Derecho constitucional. La Constitución española





  El derecho constitucional forma parte del derecho público, que estudia las leyes fundamentales de un Estado, siendo su principal ley la Constitución. A continuación, se analizará la Constitución española, su estructura, características y contenido más significante, acorde al objetivo de este manual.




  2.1. La Constitución española. Estructura y características de la constitución española




  La Constitución española (CE en adelante) vigente, es la del año 1978. Se aprobó en el Congreso de los Diputados el 31 de octubre de 1978, ratificándose en referéndum el 6 de diciembre de ese mismo año. Fue sancionada por el rey Juan Carlos I el 27 de diciembre y publicada en el BOE, entrando en vigor el 29 de diciembre.




  La Constitución española es la norma suprema del ordenamiento jurídico español. Regula las formas y principios inspiradores de los poderes del Estado, los modos en que se organiza el territorio, los derechos y libertades, así como la configuración de la organización política y jurídica del Estado.
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  Nota




  Los poderes del Estado son el ejecutivo, el legislativo y el judicial.




  




  La CE se estructura del siguiente modo:




  



    	Consta de un preámbulo y de 169 artículos, repartidos en un título preliminar, 10 títulos (11 títulos), 9 disposiciones transitorias, 1 disposición final, 4 disposiciones adicionales y 1 derogatoria.




    	Consta de dos partes: una dogmática, que son los principios constitucionales, los derechos fundamentales y los derechos y deberes de los ciudadanos; y una orgánica, donde se incluye la forma de organizar, ordenar el Estado y sus elementos, así como la organización, creación, control y estructuras de los poderes ejecutivo, legislativo y judicial.




  




  



    [image: Image]



  




  Actividades




  1. ¿Cuántos títulos tiene la Constitución española de 1931?




  




  Estructura y contenido




  A continuación, se detalla la estructura y contenido de la Constitución española de 1978:




  



    	Es una constitución formal, de la cual emanan el resto de normas jurídicas del Estado español.




    	Es una constitución escrita, la cual es un documento escrito y único, que integra todos los preceptos constitucionales.




    	Es una constitución rígida, que en su título X integra los procedimientos específicos para poder modificarla.




    	Es una constitución material, de la cual emana la forma de ordenar el Estado.




    	El Estado español se configura como un Estado social democrático de derecho, que propugna como valores superiores la igualdad, la libertad, la justicia y el pluralismo político.




    	La soberanía nacional reside en el pueblo español.




    	La forma política es una monarquía parlamentaria bicameral, siendo la cámara alta el Senado, y la cámara baja el Congreso de los Diputados.




    	Los derechos fundamentales son aquellos que nacen con la persona, que son inherentes a ella. De esta forma, se consagra en el artículo 10 que los derechos reconocidos estarán basados en la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948.




    	De entre los derechos fundamentales destacan los siguientes:



	Igualdad: nadie puede ser discriminado por ningún tipo de razón.


	Vida: no se le puede privar a ninguna persona de su vida, incluso en tiempos de guerra.


	Seguridad y libertad: se reconoce el derecho a la seguridad y a la libertad, y nadie podrá ser privado de su libertad salvo lo expuesto por ley. La detención no podrá durar más que lo estrictamente necesario para el esclarecimiento de los hechos o disposición judicial. En todo caso no superará las 72 horas o 120 horas tras una autorización por un juez, en casos de terrorismo o bandas organizadas criminales.


	Tutela judicial efectiva: toda persona tiene derecho a una protección jurídica, y se prohíbe la indefensión.


	Reinserción social: todas las penas privativas de libertad estarán orientadas a la reinserción social.









    	Los deberes del ciudadano son aquellos en que el ciudadano debe contribuir para el bienestar social y la protección del Estado español.




    	Los principios rectores son todos aquellos derechos, como el de tener una vivienda digna, en los que el Gobierno debe aplicar sus políticas para que todos los ciudadanos tengan las mismas oportunidades, así como proteger y velar por los mismos.




  




  Suspensión de los derechos




  Toda sociedad sufre convulsiones sociales, crisis económica y crisis internacionales. Los textos constitucionales no deben dar la espalda a una realidad que casuísticamente se ha ido dando en cada uno de los periodos de la historia de la humanidad. La Constitución de 1978, vigente en España, no podía ser menos. Por ello, en la misma se prevé la posibilidad de suspender determinados derechos, para preservar su protección, ante las mencionadas crisis sociales. Y, dado que para establecer un estado de crisis puede influir la subjetividad de cada uno de los gobernantes -y lo que en vez de ser una pieza de protección pasaría a ser una pieza de coacción del Gobierno actuante-, existe una tasación y unas reglas determinadas para la suspensión de los derechos.




  Los estados en que se suspenderían los derechos serían los siguientes:




  1. Estado de excepción: por una grave alteración del libre ejercicio de los derechos.




  2. Estado de sitio: insurrección armada o un acto de agresión contra la soberanía o contra la integridad del Estado.
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  Actividades




  2. ¿Una persona puede ser privada de un derecho fundamental como es el derecho a la libertad?




  




  Funciones del jefe del Estado




  El jefe del Estado es el rey. Su persona es inviolable. Sus actos son refrendados por el presidente del Gobierno o, en su caso, por los ministros competentes. Es el máximo representante del Estado en las relaciones internacionales.




  Corresponde al rey las siguientes funciones, en base al artículo 62 de la Constitución española de 1978:




  



    	Sancionar y promulgar las leyes.




    	Convocar y disolver las Cortes Generales y convocar elecciones en los términos previstos en la Constitución.




    	Convocar referéndum en los casos previstos en la Constitución.




    	Proponer el candidato a presidente del Gobierno y, en su caso, nombrarlo, así como poner fin a sus funciones en los términos previstos en la Constitución.




    	Nombrar y separar a los miembros del Gobierno, a propuesta de su presidente.




    	Expedir los decretos acordados en el Consejo de Ministros, conferir los empleos civiles y militares y conceder honores y distinciones con arreglo a las leyes.




    	Ser informado de los asuntos de Estado y presidir, a estos efectos, las sesiones del Consejo de Ministros, cuando lo estime oportuno, a petición del presidente del Gobierno.




    	El mando supremo de las Fuerzas Armadas.




    	Ejercer el derecho de gracia con arreglo a la ley, que no podrá autorizar indultos generales.




    	El alto patronazgo de las reales academias.




  




  Leyes orgánicas y leyes ordinarias




  Las leyes orgánicas son aquellas que desarrollan derechos fundamentales y de las libertades públicas. Además, serán también leyes orgánicas las que aprueben los estatutos de autonomía y el régimen electoral general. Para la aprobación de estas leyes será necesario obtener la mayoría absoluta del Congreso de los Diputados. Las leyes ordinarias son las restantes leyes.
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  Nota




  Los reales decretos (también llamados reglamentos) son las normas jurídicas que desarrollan las leyes.




  




  Reforma constitucional




  La constitución de 1978 contiene una reforma rígida y complicada de llevarse a cabo, que necesitará de la aprobación por mayoría absoluta de los tres quintos de cada una de las cámaras. Y cuando la reforma sea de los principios generales, a los derechos fundamentales o a la corona, deberá ser aprobado por los dos tercios de la cámara, disolución de las Cortes, y llevarlo a referéndum.




  En ningún caso en tiempos de guerra, estados de sitio o de excepción se podrá llevar a cabo una reforma constitucional.
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  Actividades




  3. Se debate en el Congreso de los Diputados una ley para la seguridad ciudadana. ¿Qué tipo de ley, según la Constitución, debe ser?




  




  2.2. Derechos fundamentales y deberes fundamentales recogidos en la Constitución. Especial referencia a los derechos relacionados con la vida, la integridad, la libertad y la seguridad de las personas




  Los derechos fundamentales son la clave para un orden político y una paz social. Por ello, las protecciones de estos derechos vinculan a todos los poderes públicos, dado que son inalienables con el simple hecho de existir. Son inherentes a la persona, nacen y mueren con ella. La diferencia entre los derechos naturales y los fundamentales es que los segundos someten a los poderes públicos a respetarlos y a protegerlos, salvo las limitaciones que dispongan las leyes en algunos de los derechos.




  El ser primitivo, como hombre, como ser individual que no requería de relaciones con otros de su especie, no tenía una necesidad de protección y regulación de determinados derechos. Sin embargo, esto evoluciona. El hombre, por su biología, se une en comunidades sociales, y esto provoca una revolución en sus derechos inalienables nacidos con él. Debe renunciar a algunos derechos absolutos y transferírselos a la comunidad, a cambio de que esta le provea de ciertos privilegios de protección sobre otros derechos fundamentales.




  La historia ha demostrado que los derechos fundamentales no eran iguales para todos. Por ejemplo, en los inicios del Imperio romano hubo dos clases sociales: los esclavos, anulados de todos los derechos civiles; y los ciudadanos romanos, que sí tenían otorgados los mencionados derechos.




  En los fueros catalanes a partir del siglo XI, existieron los Usatges, que ofrecían privilegios a los señores feudales sobre los pagesos; por ejemplo, existía el derecho de pernada, el privilegio del señor feudal, de poder yacer en el lecho matrimonial la primera noche de bodas de una mujer pagesa recién casada.
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  El código de los Usatges es una compilación del derecho común catalán que se utilizó en siglo XI.




  La revolución de la generación de los derechos del hombre hacia lo que hoy en día se conoce como Estado social democrático de derecho, comienza con la Convención de Virginia del año 1776, y su declaración de independencia del 4 de julio. Posteriormente, se consolidó con la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano tras la Revolución francesa y, posteriormente, con la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948, la cual se asienta en el artículo 10 de la Constitución española, que se transcribe a continuación:




  



    1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz social.




    2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por España.
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  Recuerde




  Los derechos civiles fundamentales son superiores a las libertades públicas, y a los derechos políticos y de prestación.




  




  A continuación, se reflejan los derechos incluidos en cada una de las clasificaciones:




  1. Derechos civiles fundamentales:




  



    	La vida.




    	La integridad física.




    	La seguridad.




    	La nacionalidad.




    	Mayoría de edad.




    	Derecho al honor, la intimidad y a la propia imagen.




    	Elección de oficio o de profesión.




    	Contraer matrimonio.




  




  2. Libertades públicas:




  



    	Derecho a comunicar y a recibir información.




    	Libertad de reunión y de manifestación.




    	Libertad de asociación.




    	Derecho de fundación.




    	Libertad de empresa.




    	Derecho a la propiedad y a la herencia.




    	Derechos de negociaciones laborales colectivas.




    	Libertad de derecho intelectual.




    	Derechos procesales.




    	Libertades ideológicas.




  




  3. Derechos políticos y de prestación:




  



    	Derechos de participación (ejemplo: sufragio universal).




    	Derechos de prestación (ejemplo: subsidio expresidiario).




    	Principios rectores de la política social y económica (ejemplos: protección de la familia, pleno empleo, protección de la salud, vivienda y urbanismo, etc.).




  




  Los derechos y deberes fundamentales vienen recogidos en el Título I de la Constitución, dentro del mismo, se puede realizar la siguiente clasificación:




  TÍTULO I. Derechos y deberes fundamentales




  



    	CAPÍTULO PRIMERO. De los españoles y los extranjeros




    	CAPÍTULO SEGUNDO. Derechos y libertades




    	Sección 1ª. De los derechos fundamentales y de las libertades públicas




    	Sección 2ª. De los derechos y deberes de los ciudadanos




    	CAPÍTULO TERCERO. De los principios rectores de política social y económica




    	CAPÍTULO CUARTO. De las garantías de las libertades y derechos fundamentales




    	CAPÍTULO QUINTO. De la suspensión de los derechos y libertades.




  




  Los derechos fundamentales de la persona, también llamados derechos personales, tienen como objetivo principal proteger a las personas frente a terceros y frente a los poderes públicos. Estos derechos nacen con la persona y se consideran imprescindibles, inembargables e irrenunciables.




  A continuación se presentan los relacionados con la vida, la integridad, la libertad y la seguridad.




  Artículo 14




  Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.




  Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan ser sometidos a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan disponer las leyes penales militares para tiempos de guerra.




  Artículo 16




  



    1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades sin más limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la ley.




    2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias.




    3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las demás confesiones.




  




  Artículo 17




  



    1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de su libertad, sino con la observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la forma previstos en la ley.




    2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial.




    3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea comprensible, de sus derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales, en los términos que la ley establezca.




    4. La ley regulará un procedimiento de «habeas corpus» para producir la inmediata puesta a disposición judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por ley se determinará el plazo máximo de duración de la prisión provisional.




  




  Artículo 20




  



    1. Se reconocen y protegen los derechos:




    a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o cualquier otro medio de reproducción.




    b) A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica.




    c) A la libertad de cátedra.




    d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. La ley regulará el derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de estas libertades.




  




  Principio de legalidad




  Es un principio introducido en el artículo 9 de la Constitución española de 1978, el cual obliga, tanto a los ciudadanos como a los poderes públicos, a estar sometidos a la ley sin que, en ningún caso, puedan prevalecer decisiones particulares o de Estado por encima de la misma. Por ello, los poderes públicos promoverán y velarán por el desarrollo del principio de legalidad, en aras de que la libertad y la igualdad sean para todos, y puedan participar en el orden económico, político y social. Para ello, de la Constitución emanan las siguientes garantías:




  



    	Publicidad de las normas.




    	Irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales.




    	La seguridad jurídica.
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  Aplicación práctica




  Carlos llega a casa a las 8 de la tarde y, una hora después, el Gobierno decreta suspensión de los servicios de emergencia; también de las leyes, por lo que todo lo que se haga quedará impune hasta las 8 h del día siguiente: violaciones, asesinatos, palizas, incendios, robos, etc.




  Carlos está casado, vive con su esposa y sus dos hijos, y tiene familiares que viven en otro barrio o ciudad; tiene dos coches de los que todavía sigue haciendo frente a las letras del préstamo. Y todo, de repente, puede serle arrebatado, sin que exista forma de protegerlo durante las próximas 12 h, dado que el Gobierno del país ha decretado impunidad durante este tiempo.




  ¿La Constitución española puede permitir una situación como la del caso del ejercicio? Razone su respuesta.




  SOLUCIÓN




  El artículo 9 de la CE expresa que todos los ciudadanos están sometidos al imperio de la ley, incluidos los propios poderes públicos. Dado que consagra la protección de los derechos fundamentales de las personas, como la vida, esta no puede ser en ningún caso puesta a disposición de un Estado, impidiendo que recaiga responsabilidad penal sobre una persona que viole estos principios básicos. Por tanto, no existe condición de validación por parte de la Constitución española de 1978 de dar facultad a los poderes públicos para que se diese la situación de impunidad y facultar a los ciudadanos de una arbitrariedad legal de hacer un mal por el simple hecho de ocio, diversión o venganza.




  




  
3. Derecho europeo: la Unión Europea. El derecho derivado. Principales instituciones de la Unión Europea





  El Estado español se encuentra integrado en la Unión Europea, y por presupuestación legislativa en el título III en su capítulo III de Tratados Internacionales de la Constitución española de 1978. La legislación de contenido internacional o supranacional, como la emanada de la Unión Europea, se integra en la pirámide de Kelsem mediante la técnica monista en el Estado español; es decir, se incorpora al derecho interno, la norma internacional como tal, reconociéndola como una fuente más del derecho interno; en el caso de España, se requiere para su entrada en vigor su publicación en el BOE (Boletín Oficial del Estado).




  Por tanto, se atenderá jerárquicamente a lo expuesto en las leyes y legislaciones aplicables según el siguiente orden de prelación:




  1. Constitución española de 1978.




  2. Tratados internacionales.




  3. Leyes orgánicas.




  4. Leyes ordinarias.




  5. Resto de legislación aplicable.




  La Unión Europea es la comunidad de naturaleza política y de derecho que se constituyó con el fin de organización en aras de elaborar los canales de la integración y gobernanza de todos los Estados de Europa. La Unión Europea está compuesta actualmente por veintiocho Estados europeos y fue creada a través del Tratado de la Unión Europea (TUE), el 1 de noviembre de 1993.




  El derecho comunitario se basa en dos tipologías:




  1. Una denominada derecho “originario” y otra derecho “derivado”. Son derecho originario los tratados, cuyo objetivo es el desarrollo principal del derecho europeo como base de actuación.




  2. Y la otra tipología es el derecho derivado, que lo integran los reglamentos, las directivas, las decisiones, dictámenes y recomendaciones.
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  Actividades




  4. Si un tratado internacional colisionase con la Constitución española. ¿Qué norma jurídica prevalecería?




  




  Normas del derecho derivado




  Las normas del derecho derivado son las siguientes:




  



    	
Reglamento: son normas jurídicas emanadas de las instituciones europeas que poseen efecto directo en los países miembros, y que prevalecen sobre el derecho nacional de cada uno de ellos.




    	
Directivas: son normas jurídicas, cuyo contenido son pautas y orientaciones a los Estados miembros y con una fecha límite para que elaboren una ley en concreto. Como ejemplo estaría la Directiva 2008/114 de Infraestructuras Críticas, que dio lugar posteriormente a la Ley 8/2011 de Infraestructuras Críticas.




    	
Decisión: aun teniendo carácter obligatorio, no suelen tener carácter general, sino que se dirigen a unos destinatarios concretos. Se pueden comparar con los actos administrativos en el ámbito estatal.




    	
Dictamen: son actos no vinculantes emanados de instituciones internacionales, en los que se incluyen valoraciones y opiniones sobre un asunto en concreto.




    	
Recomendación: igual forma que un dictamen, la recomendación tampoco es de obligado cumplimiento, basándose su fin en que suelen ser el acto por el cual se pide que se actúe de una forma concreta por solicitud de una institución comunitaria.




  




  Organismos importantes europeos e internacionales




  Las principales instituciones de la Unión Europea son:




  



    	
Parlamento Europeo: sede en Bruselas, Estrasburgo y Luxemburgo, es el órgano legislativo cuyos miembros son elegidos por sufragio directo cada cinco años. Sus funciones son las de control democrático de los integrantes de la Unión Europea, la elaboración de presupuestos junto con el Consejo, y elaborar leyes y la supervisión de su cumplimiento.




    	
Comisión Europea: con sede en Bruselas, es el órgano ejecutivo, el cual propone leyes, representa a la Unión Europea en sus diferentes expresiones internacionales, así como vela por el cumplimiento de la legislación de la Unión.




    	
Consejo Europeo: con sede en Bruselas, es el órgano político representativo de altos mandatarios de los países que integran la unión europea, donde las tomas de decisiones se basan en las políticas comunes de los integrantes.




    	
Consejo de la Unión Europea: con sede en Bruselas, es el órgano donde se debaten, se modifican y se aplican las leyes mediante los distintos ministros de los países miembros.




  




  No obstante también existen otros órganos europeos que también desempeñan importantes funciones, estos se citan a continuación:




  



    	El Tribunal de Justicia




    	El Banco Europeo de Inversiones




    	El Tribunal de Cuentas




    	El Comité de las Regiones




    	El Banco Central Europeo




    	El Defensor del Pueblo Europeo




    	El Comité Económico y Social Europeo




  




  
4. Derecho administrativo especial





  En el mes de marzo del año 1766, bajo el reinado de Carlos III, el ministro Leopoldo de Gregorio Squilacce, más conocido como Esquilache, tuvo la idea de poner en marcha un viejo proyecto del rey Fernando VI. Este proyecto, sin entrar en un análisis exhaustivo, tenía como objeto disminuir la sensación de inseguridad pública de las calles. Dicha inseguridad estaba producida por la vestimenta, arraigada por el uso y la costumbre, de capas largas y chamberos (sombreros de considerables dimensiones y de ala ancha), los cuales eran propicios para el ocultamiento de voluntades delictivas, así como armas para la ejecución de las mismas.
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  Definición




  Chambero




  Sombreros de considerables dimensiones y de ala ancha.




  




  El resultado fue una revuelta popular contra dicha medida, imposibilitando su acatamiento por la sociedad. Seguidamente, y ya desaparecido Esquilache, el conde de Aranda, por buenos usos y no por la vía rápida como hizo Esquilache, a través de la información y la comunicación a diferentes estratos de las clases sociales, pudo imponer el uso de las capas cortas y suprimir los sombreros de ala ancha en pos de la seguridad pública.




  Este hecho histórico demuestra cómo la seguridad puede ser ventajosa o desfavorable, dependiendo, en cierta medida, de dónde se implante, cómo se implante y cuándo y de qué modo se quiera implantar. Un buen concepto de seguridad, pero con carencias de lo comentado, desarrollará deficiencias en su desarrollo, aceptación y eficacia en las esferas donde dicha seguridad quiera ser aplicada.




  En relación a esta historia, la CE, en su artículo 149.29, da como competencia exclusiva la seguridad pública al Estado, así como la facultad de dotar de policía autonómica a las diferentes autonomías. Y en el artículo 104 de la CE, se otorga a la Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, bajo la dependencia del Estado, la misión de proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana. Además, como forma complementaria y subordinada a la seguridad pública, se enclava la seguridad privada, en aras de dotar de mayores recursos de protección a los mencionados derechos y libertades y seguridad ciudadana. Y a los efectos del control y regulación de la seguridad privada, existe un código compilado de normas jurídicas que se tratarán a continuación.




  4.1. Autoridades competentes en materia de seguridad. Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, de las Comunidades Autónomas y de las corporaciones locales. Descripción elemental de su estructura y competencias




  En este apartado, se analizan las estructuras, funciones y competencias de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, de las policías de las Comunidades Autónomas, las policías de las corporaciones locales, así como quiénes son las autoridades competentes en materia de seguridad privada:




  1. Policías de comunidades autónomas




  2. Policías de las corporaciones locales




  3. Autoridades competentes en materia de seguridad privada




  El reparto de competencias de la regulación de la actividad de seguridad privada por las diferentes autoridades vendrá dada por el objeto a regular (sujeto voluntario, sujeto obligado), actividad (ver artículo 5 de la Ley 5/2014), entorno (ámbito urbano o rural), tipos de servicios (servicios sin arma de fuego o con arma de fuego), personal a regular (vigilantes de seguridad o guardas rurales de campo) y el ámbito geográfico (ámbito estatal, autonomía con transferencias de competencia en materia de seguridad privada como Cataluña y País Vasco).
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  Sabía que…




  Existen policías autonómicas independientes del Cuerpo Nacional de Policía, como ejemplo de ello cabe citar a: Mossos d’Escuadra, Ertzaintza, Policía Foral de Navarra o Cuerpo General de la Policía Canaria.




  




  Normativa reguladora de la policía estatal




  El artículo 104 de la CE ofrece a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad la misión de proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades y la protección de la seguridad ciudadana, regulada a través de una ley orgánica (LO en adelante).




  Son Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado el Cuerpo Nacional de Policía y la Guardia Civil. Mientras que son Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, tanto las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado como el resto de fuerzas policiales, tanto autonómicas como locales.




  Según sentencia del Tribunal Constitucional de 8 de junio de 1982 y de diciembre de 1984, la misión de la policía es entendida como:




  La actividad dirigida a la protección de las personas y bienes, y al mantenimiento de la tranquilidad u orden ciudadano, que son finalidades inseparables y mutuamente condicionadas.




  La LO 2/1986, de 13 marzo, de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, define los cuerpos, sus competencias, sus funciones, sus limitaciones y otros objetos de ámbito material, administrativo, operativo y competencial. Esta ley nace con la voluntad de desarrollar el mandato constitucional del artículo 104 antes mencionado. En su contenido vienen dadas las competencias, estructuras, funciones, obligaciones, condiciones de su personal y la tabla sancionatoria.




  La LO 9/2015 de 28 de julio, del Régimen del Personal del Cuerpo Nacional de Policía, establece el régimen, la razón, funciones y competencias y limitaciones del Cuerpo. Como destacable, véase a continuación el artículo 2:




  



    1. La Policía Nacional es un instituto armado de naturaleza civil, con estructura jerarquizada que tiene como misión proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana, con ámbito de actuación en todo el territorio nacional.




    2. Dicha misión se materializa mediante el desempeño de las funciones atribuidas por el ordenamiento jurídico a la Policía Nacional, y en particular las previstas en la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. A tal efecto, dispondrá de los medios materiales y humanos necesarios para el eficaz ejercicio de su misión.




    3. La atribución, ordenación y desempeño de funciones y responsabilidades se basan en el principio de jerarquía.




    4. El mando directo será ejercido por el Director General de la Policía, bajo la autoridad del Secretario de Estado de Seguridad.




    5. Los funcionarios de carrera de la Policía Nacional recibirán la denominación genérica de Policías Nacionales.
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  Actividades




  5. ¿La Policía Local de Torrevieja es una Fuerza y Cuerpo de Seguridad del Estado? Justifique su respuesta.




  6. ¿De qué ministerio dependen las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado?




  




  Las normas jurídicas que regulan la institución armada de la Guardia civil son las siguientes: Ley 29/2014, de 28 de noviembre, de Régimen del Personal de la Guardia Civil; Ley Orgánica 11/2007, de 22 de octubre, Reguladora de los Derechos y Deberes de los Miembros de la Guardia Civil; y la Ley Orgánica 12/2007, de 22 de octubre, del Régimen Disciplinario de la Guardia Civil.




  En el artículo 1 de la Ley 29/2014, de 28 de noviembre, se expone el objeto de la misión y naturaleza de la Guardia Civil, que son los siguientes:




  “… Cuerpo de Seguridad del Estado de naturaleza militar, esté en condiciones de cumplir con la misión que el artículo 104.1 de la Constitución encomienda a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y las funciones que le atribuyen los artículos 11 y 12 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, que lo desarrollan, así como las misiones de carácter militar que se le asignen, de acuerdo con lo previsto en la citada Ley Orgánica y en la Ley Orgánica 5/2005, de 17 de noviembre, de la Defensa Nacional…”.




  Normativa reguladora de la policía autonómica




  Las Comunidades Autónomas podrán crear su propia policía autonómica, siempre y cuando así lo disponga su estatuto de autonomía. Si no fuese el caso, podría solicitar acuerdo con el Estado para tener, por parte del Cuerpo Nacional de Policía, una policía adscrita a las funciones y protección de las competencias de la autonomía, en especial de sus instalaciones y edificios, y de sus autoridades.




  Los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas son institutos armados de naturaleza civil, con estructura y organización jerarquizadas. Sus funciones son las siguientes:




  d. Velar por el cumplimiento de las disposiciones y órdenes singulares dictadas por los órganos de la Comunidad Autónoma.




  e. La vigilancia y protección de personas, órganos, edificios, establecimientos, así como las dependencias de la Comunidad Autónoma y de sus entes instrumentales, garantizando, de esta forma, el normal funcionamiento de las instalaciones y la seguridad de los usuarios de los servicios que se les ofrezcan.




  f. La inspección y denuncia de toda actividad ilícita, que estuviese sometida a la ordenación o disciplina de la Comunidad Autónoma.




  g. El uso de la coacción en orden a la ejecución forzosa de los actos o disposiciones de la propia Comunidad Autónoma.




  Además, podrán desarrollar las siguientes funciones complementarias en colaboración con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado:




  



    	Velar por el cumplimiento de las leyes y demás disposiciones del Estado y garantizar el funcionamiento de los servicios públicos esenciales.




    	Participar en las funciones de Policía Judicial, como colaboradores de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.




    	Vigilar los espacios públicos, proteger las manifestaciones y mantener el orden en grandes concentraciones humanas.




  




  Y, en prestación simultánea e indiferenciada con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, las siguientes son también funciones:




  



    	La cooperación a la resolución amistosa de los conflictos privados cuando sean requeridos para ello.




    	La prestación de auxilio en los casos de accidente, catástrofe o calamidad pública, participando en la forma prevista en las leyes, en la ejecución de los planes de Protección Civil.




    	Velar por el cumplimiento de las disposiciones que tiendan a la conservación de la naturaleza y medioambiente, recursos hidráulicos, así como la riqueza cinegética, piscícola, forestal y de cualquier otra índole relacionada con la naturaleza.
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